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El sociólogo inglés Anthony Giddens, en su texto Un mundo desbocado. Los efectos 
de la globalización en nuestras vidas, expone cómo “para bien o para mal nos ve-
mos propulsados a un orden global que nadie comprende del todo, pero que 
hace que todos sintamos sus efectos”.1 El autor explica que junto al fenómeno 
de la globalización se encuentran las ideas de riesgo y tradición. La primera 
tiene un doble filo, y está estrechamente ligada a la innovación, mientras que 
las tradiciones —las cuales explica Giddens, son realmente una invención 
para legitimar el dominio de algunas clases en el poder a partir de la moder-
nidad— es una especie de nostalgia al pasado que se niegan a morir en gran 
medida porque llevan en sí mismas incorporadas poder: “[l]a tradición es 
quizá el concepto más importante del conservadurismo ya que los conserva-
dores creen que contiene sabiduría acumulada”.2

Encuentro que los conceptos de globalización, riesgo y tradición están 
muy relacionados con la implementación del nuevo sistema de justicia pe-
nal orientado declaradamente a satisfacer las necesidades de las víctimas 
del delito —figura que desde el nacimiento de lo que Zaffaroni denomina la 
cuestión criminal fue invisibilizada al expropiarle el conflicto— y a abandonar 

* 		Profesora-investigadora en la Unidad Azcapotzalco de la Universidad Autónoma Me-
tropolitana.

1		 Giddens, Anthony, Un mundo desbocado. Los efectos de la globalización en nuestras vidas, Ma-
drid, Taurus, 2000, p. 19.

2		 Ibidem, p. 55.
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206 IRIS ROCÍO SANTILLÁN RAMÍREZ

las prácticas de corrupción, impunidad, ineficiencia, inequidad y violación 
a derechos humanos que sufren las víctimas y los acusados.

El 18 de junio de 2016 comenzó a funcionar en todo el país el nuevo 
sistema de justicia penal acusatorio y adversarial; sin embargo, previo a su 
implementación se empezaron a escuchar voces que hablan de su fracaso, 
esperanzados en que de tanto repetirlo la profecía se cumpla. El paso a este 
nuevo paradigma es un riesgo que había que tomar, sin que esto represente 
que el estado de cosas cambiarán sustancialmente,3 pero sí debemos aspirar 
a, como invita Zaffaroni,4 construir un sistema que acote, contenga y reduz-
ca el poder punitivo que hace posible que sucedan cosas como lo relatado 
por Eduardo Galeano en su Patas arriba:

Para la Cátedra de Derecho Penal
En 1986, un diputado mexicano visitó la cárcel de Cerro Hueco, en Chia-

pas. Allí encontró a un indio tzotzil, que había degollado a su padre y había 
sido condenado a treinta años de prisión. Pero el diputado descubrió que el 
difunto padre llevaba tortillas y frijoles, cada medio día, a su hijo encarcelado. 
Aquel preso tzotzil había sido interrogado y juzgado en lengua castellana, 
que él entendía poco o nada, y con ayuda de una buena paliza había confe-
sado ser el autor de una cosa llamada parricidio.5

El sistema tradicional se ha caracterizado por obstaculizar el acceso a 
la justicia a quienes pertenecen a los grupos más vulnerables, entre ellos las 
mujeres.6 Existen cientos —por no decir miles— de casos que avalan mi 
afirmación: las víctimas han sido doblemente victimizadas, como sucedió 
en el caso de Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, a quien le fue negado 
su derecho a abortar después de haber sido violada sexualmente, y en el de 
Valentina Rosendo e Inés Cantú, quienes fueron violadas de manera tumul-
tuaria por militares. La primera tuvo que llegar ante la Comisión Interame-

3		 Al final la “clientela” del sistema de justicia penal será siendo la misma: la clase me-
nesterosa, dada la selectividad que se da en la criminalización primaria y secundaria.

4		 Zaffaroni, Raul et al., Manual de derecho penal. Parte general, Buenos Aires, Ediar, 2010, 
pp. 3-17.

5		 Galeano, Eduardo, Patas arriba. La escuela del mundo al revés, México, Siglo XXI, 1998, 
p. 49.

6		 Si bien el sistema de justicia penal no sólo ha discriminado a las mujeres —se discrimi-
na también por razones de origen étnico o nacional, edad, discapacidades, condición social, 
religión, preferencias sexuales, y otras, como reconoce el artículo 1o. de la CPEUM—, este 
análisis se enfocará principalmente a la discriminación que sufren las mujeres, sin dejar de 
considerar la violencia interseccional que muchas mujeres sufren por su condición que suma 
y acumula rasgos que socialmente la hacen más y más vulnerable a la discriminación.
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ricana de Derechos Humanos; Valentina e Inés, hasta la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos.

Son cientos de niñas y jóvenes “desaparecidas”, e inclusive privadas de 
la vida de manera violenta, con quienes las autoridades han sido lentas en 
aceptar las respectivas denuncias bajo argumentos estereotipados y sexistas 
—y, por tanto, discriminadores— como los consabidos “seguro se fue con el 
novio”, y una vez iniciada la indagatoria, los prejuicios se develan de mane-
ra feroz, culpabilizándolas, etiquetando a muchas de ellas como prostitutas,7 
intentando justificar su omisión bajo el argumento de que ellas “se lo busca-
ron”, negándoles su calidad de personas y, por tanto, su dignidad como tales 
a quienes se dedican al trabajo sexual.

Aquel sistema dejó en la memoria nacional casos extremos en los que 
las denunciantes pasaron de ser víctimas para convertirse en las presuntas 
culpables, como el caso de Claudia Rodríguez Ferrando, quien en 1996, al 
dispararle al sujeto que intentó violarla sexualmente, fue llevada a prisión, 
mientras que él fue exonerado bajo el argumento judicial de que al momen-
to de la ejecución de los hechos estaba ebrio.8 ¡Qué cosas!, el Poder Judicial 
no utilizó el mismo criterio —válido para algunos supuestos dentro de la 
teoría del delito— en el célebre caso de Elvira Luz Cruz, quien fue conde-
nada a veintitrés años de prisión —quizá porque ella era pobre, desemplea-
da, ignorante, maltratada por su madre, su suegra y las cuatro parejas que a 
sus veintiseis años le habían dejado un hijo cada una, a quienes privó de la 
vida, sin ella recordar lo que había pasado.9

7		 Prostituta o puta es un calificativo que tiene como fin denigrar a las mujeres que 
han roto de alguna manera el cautiverio que representa el patriarcado. De este modo, por 
ejemplo, para Lombroso —referente de la antropología criminológica— las mujeres eran 
evolutivamente inferiores a los hombres por lo que ellas no delinquían, sino que se prosti-
tuían (Santillán, Iris, Matar para vivir. Análisis jurídico penal y criminológico con perspectiva de género 
de casos de mujeres homicidas, México, Ubijus, 2016, pp. 70 y 71). De igual modo, la Real Aca-
demia Española de la Lengua ha sido capaz de incorporar palabras como “frikis”, “chat”, 
“amigovios” al Diccionario de la lengua, no así a modificar la definición que de la palabra 
hace, en la que califica como prostituta a la “mujer de la calle”, “mujer de partido”, “mujer 
mundana”, “mujer pública” [Diccionario de la Lengua Española, disponible en: http://dle.rae.
es/?id=Q1vMnRp, URL consultado el 23 de noviembre de 2016].

8		 Llamas, María Victoria y Rodríguez Ferrando, Claudia, Claudia: una liberación, México, 
Plaza y Janés, 1998.

9		 Los hechos se dieron el 8 de agosto de 1982, en aquel entonces no había un reconoci-
miento de las diferentes modalidades y tipos de violencia de las que eran receptoras las muje-
res. En el ámbito familiar, la violencia era vista como una forma de relación “normal” entre 
las parejas. Nunca se sabrá lo que realmente sucedió aquel día, ya que ella siempre manifestó 
no recordar nada; es posible que ella tuviera un cuadro grave de depresión postraumática 
[Santillán, Iris, op. cit. pp. 84-86] y que efectivamente hubiera ahorcado a sus hijos, lo cual 
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Más recientemente —en 2013— pasó algo similar con Yakiri, quien 
después de haber sido violada sexualmente por dos sujetos que eran herma-
nos entre sí, y aprovechando que uno de sus agresores había salido, intentó 
escapar, no sin antes librar una lucha con el que había quedado en la habi-
tación de hotel en donde la mantuvieron privada de su libertad. Su violador 
le acuchilló los brazos, pero ella alcanzó a tomar la navaja y se la clavó en la 
yugular. Yakiri salió a la calle semidesnuda a pedir ayuda, llegó a la agencia 
del Ministerio Público 50 sabiéndose víctima de los hechos, pero los opera-
dores del sistema de justicia penal lo único que alcanzaron a mirar fue a la 
mujer que minutos antes había matado a un hombre, por lo que fue consig-
nada ante el juez por el delito de homicidio calificado. Yakiri permaneció 
86 días presa, hasta que fue reclasificado el hecho a homicidio en exceso de 
legítima defensa, para finalmente, después de un largo proceso, considerar 
que no existía ningún delito, por existir una causa de justificación.

En fin, son muchos los casos que se han convertido en paradigmáticos 
de un sistema que, basado en gran medida en estereotipos,10 ha violentado 
a las mujeres.

Desde los tres ordenes de gobierno, el Estado mexicano ha generado 
diversos tipos de ordenamientos y mecanismos11 orientados a promover la 
equidad e igualdad de derechos y dejar atrás los estereotipos de género que 
llevan irremediablemente a la discriminación y a la negación del acceso a la 
justicia a las mujeres.

Recientemente, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación diver-
sos acuerdos tomados en el seno de la XV Sesión Ordinaria del Conse-
jo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal, 
destaca el Acuerdo COCO/XV/002/15, 12 mediante el cual se “aprueba” 
que en todas las acciones que realizan las instituciones integrantes de este 
Consejo de Coordinación en el ámbito de su competencia y de la Secreta-

significaría que en el momento de la comisión del injusto penal era inimputable y, por tanto, 
al no haber culpabilidad, tampoco habría delito. También existe la posibilidad de que la 
pareja o la suegra en turno fueran los autores del múltiple homicidio [Ponce, Armando, “33 
irregularidades en la condena a Elvira Luz Cruz, Proceso, 21 de enero de 1984, disponible 
en: http://www.proceso.com.mx/137853/33-irregularidades-en-la-condena-a-elvira-luz-cruz, URL 
consultado el 26 de abril de 2016].

10		 Zaffaroni, op. cit., p. 12.
11		 Sólo por citar algunos: los artículos 1o. y 4o. de la CPEUM, la Ley General de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General de Igualdad entre Mujeres y 
Hombres. En el plano administrativo resalta el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, que 
prevé entre sus metas lograr un México Incluyente y plantea como una de sus tres estrategias 
transversales la perspectiva de género.

12		 Publicado el 21 de enero de 2016.
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ría Técnica se considere una perspectiva de género en el nuevo sistema de 
justicia penal (NSJP), debiendo constituirse un comité de seguimiento de los 
planes y acciones a que se refiere el acuerdo, para lo cual se emitió en la 
misma fecha el Acuerdo COCO/XV/003/15,13 mediante el cual se aprue-
ban los indicadores para el seguimiento y evaluación del funcionamiento 
y operación del Sistema, sin que de su lectura se concluya que estos hayan 
sido elaborados con perspectiva de género (ppg) o que puedan obtenerse 
datos respecto a cómo impactan las acciones de manera diferenciada a las 
personas en razón de sexo, género, raza, edad, etcétera.

Por otra parte, respecto a la información estadística generada en las 
propias instituciones del sistema de justicia penal, el Centro de Investiga-
ciones para el Desarrollo, A. C. (CIDAC) destaca que sus reportes sólo per-
miten contabilizar las entradas y salidas en cada etapa procesal; con esto 
impiden llevar a cabo un seguimiento de las causas de acuerdo con los flujos 
del proceso, y, por otra parte, que los procesos de planeación, gestión profe-
sional, así como el uso de tecnologías de la información no han impactado 
en la generación de información oportuna y de calidad.14 A estas observa-
ciones agrego la importancia de valorar el tipo de actividades que deben 
ser consideradas en las estadísticas institucionales y el uso que de ellas se 
hagan, en virtud de que desde hace mucho tiempo la eficiencia dentro de 
las procuradurías se ha medido en razón de las actividades de corte punitivo 
e inquisitorial,15 poniendo a prueba el conductismo de Pavlov, en el que los 
operadores del sistema de justicia penal se ven incentivados a la realización 
de unas acciones y no de otras.

En gran medida la dificultad de aplicar efectivamente la ppg tiene su 
origen en el papel mismo que a partir de finales del siglo XVIII ha jugado 
el derecho en la opresión de las mujeres y de todos los grupos sociales que 
no encajaban en el estereotipo de hombre y ciudadano (hombres, blancos, 

13		 Acuerdo del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia 
Penal, por el cual se aprueban los indicadores para el seguimiento y evaluación del funcio-
namiento y operación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio, elaborados por el Comité 
para  la Evaluación y Seguimiento de la Implementación del nuevo Sistema, que deberán 
ser actualizados semestralmente.

14		 CIDAC, Hallazgos 2015. Evaluación de la implementación y operación a ocho años de la reforma 
constitucional en materia de justicia penal, México, Centro de Investigación para el Desarrollo, 
A.C., 2016, p. 13.

15		 En el sistema tradicional se evaluaba la eficiencia en las procuradurías con base en
el número de averiguaciones previas iniciadas y consignadas, autos de formal prisión y sen-
tencias condenatorias, mecanismo que pervertía el fin declarado de estas instituciones que 
debía ser investigar la existencia de delitos. En alguna época en la Procuraduría General de 
la República se premiaba con días de descanso o numerario a los delegados estatales que 
reportaran “mayor eficiencia.”
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occidentales, sanos, heterosexuales, católicos, productivos, etcétera). Rober-
to Bergalli y Encarna Bodelón explican:

La interpretación de las relaciones que se establecen entre género y derecho 
se ha enriquecido en las últimas décadas. Se puede afirmar que existen tres 
grandes perspectivas desde las cuales se analiza dicha relación. Tres acerca-
mientos que responden a momentos diferentes dentro de los estudios feminis-
tas: el derecho como forma de sexismo, el derecho como enclave de la mascu-
linidad y, por último el derecho y las relaciones de género. 16

Que el derecho y las prácticas que se ejercen en torno a él sean sexis-
tas significa, como lo afirma la teórica feminista norteamericana Catherine 
MacKinnon, que “la ley ve y trata a las mujeres como los hombres ven y 
tratan a las mujeres”,17 lo cual significa no sólo que las leyes reproduzcan 
estereotipos y roles de género —baste recordar que hasta hace un par de 
años siete códigos penales contenían en el capítulo correspondiente al ho-
micidio, tipos penales que atenuaban la pena en caso de infidelidad18— sino 
que, si tuviéramos que identificar el género de las instituciones del sistema 
de justicia penal no dudaríamos en catalogarlas como masculinas,19 en ra-
zón de que las prácticas ejercidas en esas instituciones también son sexistas 
y discriminatorias en contra de las mujeres.

Quienes operan u operarán el NSJP cuentan con una plataforma legal 
que les da la oportunidad de hacer las cosas de manera diferente de como 
se venía haciendo. A continuación se muestran de manera breve, algunos 
aspectos negativos, así como el marco legal que permite, e inclusive obliga 
a las y los operadores del sistema de justicia a dejar atrás viejas prácticas 
sexistas y discriminatorias.

I. Todos/as los operadores del sistema penal

Quizá el mayor reto al que se enfrenta el NSJP es la resistencia de las y 
los operadores del sistema. Los custodios de la tradición —de la que habla 

16		 Bergalli, Roberto y Bodelón, Encarna, “El análisis de género en los tribunales de jus-
ticia”, en Domínguez, José Luis y Ramos, Miguel Ángel (coords.), La joven sociología jurídica en 
España. Aportaciones para una consolidación, Oñati, The International Institute for the Sociology 
of  Law, 1998, p. 94.

17		 MacKinnon, Catharine, Hacia una teoría feminista del Estado, Ediciones Cátedra, 1989, 
pp. 288 y 289.

18		 Santillán, op. cit., p. 136.
19		 Bergalli y Bodelón, op. cit., pp. 101 y 102.
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Giddens— siguen ahí, y quieren seguir haciendo las cosas a su manera, como 
ellos lo saben hacer.

El artículo 21 de la CPEUM establece que la actuación de las institu-
ciones de seguridad pública —que comprende la prevención de los delitos, 
la investigación y persecución para hacerla efectiva— se regirá por los prin-
cipios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y res-
peto a los derechos humanos reconocidos en el propio texto constitucional.

En lo que al acceso a la justicia de las mujeres respecta, el cumplimiento 
de estas exigencias se complica si se considera que quienes operan el sistema 
penal desconocen los instrumentos legales de protección de derechos huma-
nos de las mujeres; si el Poder Judicial, que es el garante de la legalidad de 
la actuación de las autoridades y el que se supondría tiene un mayor cono-
cimiento de la legislación, no los conoce, ¿qué podemos esperar de los(as) 
demás operadores? De acuerdo con un diagnóstico llevado a cabo en 2012 
a 17 tribunales superiores de justicia del país— 66.6% de los juzgadores 
manifestaron no conocer algún instrumento internacional, y el 42.9% afir-
maron que no conocía ninguna ley nacional o artículo constitucional en esa 
materia.20

El Estado mexicano está obligado, no sólo por los diversos instrumentos 
internacionales signados y ratificados por el Senado, sino además por las 
sentencias dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
los casos conocidos como Campo Algodonero, Valentina Rosendo e Inés Fernández, 
en las que se condenó al Estado mexicano a implementar programas y cur-
sos permanentes de capacitación sobre investigación diligente en diversos 
tipos de violencia que sufren las mujeres (como la sexual o el feminicidio). 
Fundamental es la capacitación con perspectiva de género,21 que

Implica no sólo un aprendizaje de las normas, sino el desarrollo de capa-
cidades para reconocer la discriminación que sufren las mujeres en su vida 
cotidiana. En particular, las capacitaciones deben generar que todos los fun-
cionarios reconozcan las afectaciones que generan en las mujeres las ideas y 
valoraciones estereotipadas en lo que respecta al alcance y contenido de los 
derechos humanos.22

20		 Epadeq, Diagnóstico e implementación de acciones básicas para la igualdad de género en la impar-
tición de justicia, la normatividad y la cultura organizacional en 15 tribunales superiores de justicia estatales 
2011-2012, México, Consejo Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados 
Unidos Mexicanos, 2012, p. 49.

21		 Las universidades también juegan un papel importante en la generación de profesio-
nistas que cuenten con estos conocimientos.

22		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso González y otras (“Campo Algodonero”) 
vs. México, sentencia del 16 de noviembre de 2009, párrafo 540.
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El Informe elaborado por el CIDAC,23 con datos proporcionados por la 
Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación para la Implementación 
del Sistema de Justicia Penal (Setec), revela el rezago en materia de capaci-
tación en el NSJP, que a septiembre de 2015 existía:

Capacitados Rezago Capacitados Rezago

MP 13,102 0 Policía 
ministerial

0 22,630

Facilitador 2,515 0 Policía 
preventivo

22,535 117,567

Defensor 
público

2,352 1,334 Asesor de 
víctima

30 No se 
conoce

Juez 4,363 0 Perito 5,150 552

Personal 
penitenciario

4,121 69,501

Fuente: Setec (septiembre, 2015).

Si a esto se suma que la mayoría de quienes imparten la capacitación lo 
hacen sin la perspectiva de género —aun cuando sean cursos especializa-
dos en género—,24 la situación se agrava, por lo que debe ponerse especial 
interés en esta acción.

II. La policía

En el nuevo sistema de justicia penal, la tarea de la policía investigadora es 
crucial, por lo que debe hacerlo de manera profesional, técnica y científica, 
bajo el mando y la conducción del Ministerio Público, según lo establece el 
artículo 132 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP).

Generalmente, el primer contacto de las víctimas y del o la probable 
autor(a) del ilícito con el sistema de justicia penal es a través de los elemen-

23		 CIDAC, op. cit., p. 61.
24		 ¿Y quién capacita a las(os) capacitadores? Recuerdo que hace un poco más de un lus-

tro participé como profesora en un diplomado de género dirigido a operadores del sistema de 
justicia penal, en el que el profesor que impartiría la materia de teoría del delito —a pesar 
de haber escrito varios libros en ese tema y quien efectivamente tiene un amplio prestigio 
a nivel nacional—, confesaba que no tenía idea de lo que era la “ppg”, mucho menos de 
transversalizar sus análisis y argumentaciones con ésta.
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tos policiacos en quienes materialmente recae la selección criminalizante.25 
Dicho poder les da la oportunidad de imputarle o no la comisión de un deli-
to a determinada persona. No en vano la policía es percibida como el sector 
más corrupto del gobierno.26 En una encuesta realizada en 2002, 22% de 
internos en prisión afirmaron que policías judiciales les habían pedido dine-
ro o sus pertenencias previo a la detención.27 A estas acusaciones se suma el 
hecho de que “más del 60 por ciento de los elementos policíacos no pasaron 
las pruebas mínimas de confianza y desempeño”.28 La situación empeora 
cuando los cuerpos policiacos tienen bajo su dominio a mujeres, tal y como 
lo evidenció Amnistía Internacional recientemente en su estudio “Sobrevi-
vir a la muerte. Tortura de mujeres por policías y fuerzas armadas en Mé-
xico”, en el que denuncian que prácticas como la aplicación de descargas 
eléctricas en los genitales, la semiasfixia, el manoseo de los pechos, golpes en 
cabeza y abdomen, así como la violación con objetos, armas de fuego y el 
pene son habituales durante el arresto e interrogatorios de mujeres acusadas 
de delitos federales, como el tráfico de drogas.29

El perfil deseado del policía en el NSJP contrasta con el del sistema tradi-
cional, sobre todo en la relación con la víctima, por lo que resulta desafortu-
nado que el único indicador que ha elaborado el Comité para la Evaluación 
y Seguimiento de la Implementación del nuevo Sistema es el porcentaje de 
órdenes judiciales cumplidas y no de otras, también previstas en el artículo 
132 del CNPP (como la atención a víctimas u ofendidos o testigos del delito).30

25		 Zaffaroni, et al., op. cit., p. 14.
26		 En la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 2013 (ENCIG) se 

encuestaron a 44’024,854 personas, de las cuales 26’119,388 (59.3%) percibe como muy 
frecuente la corrupción en la policía, le siguen los partidos políticos (50.1%) y en tercer sitio 
el Ministerio Público (46.3%).

27		 Azaola, Elena y Berman, Marcelo, Encuestas a población en reclusión, México, CIDE, 
2007, ambos citados en Raphael, Ricardo, Reporte sobre la discriminación en México. Proceso Penal, 
México, Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación-CIDE, 2012, pp. 28 y 29.

28		 Castaño, C., “Narcotráfico y seguridad nacional: el gran debate de México”, Bien Co-
mún, 14 (173), México, Fundación Rafael Preciado Hernández, citado en Raphael, Ricardo, 
op. cit., p. 29.

29		 Recién el 30 de noviembre de 2016, una reportera del periódico Reforma fue agredi-
da por elementos policiacos —entre ellos una mujer— quien abusó sexualmente de ella al 
tocarle sus genitales bajo el pretexto de buscar algún equipo. Un hombre vestido de civil le 
escupió en la cara, le dio tres bofetadas y le obligó a ponerse los zapatos al revés [Redacción, 
“Policías del Edomex golpean y humillan a reportera de Reforma”, Animal Político, 30 de 
noviembre de 2016, disponible en: http://www.animalpolitico.com/2016/11/policias-del-edomex-
golpean-humillan-reportera-reforma/, URL consultado el 1 de diciembre de 2016].

30		 El artículo 132, en la fracción XII, del CNPP especifica las obligaciones de la policía 
en esta materia:
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Además, el policía del NSJP debe tener la sensibilidad, así como el en-
foque diferencial de género y derechos humanos para, al momento de llevar 
a cabo una investigación, mirar, indagar, valorar sin prejuicios e informar 
al Ministerio Público de elementos fundamentales en casos en que se en-
cuentre involucrada una mujer como víctima o probable responsable de un 
ilícito.

III. El Ministerio Público

En la figura del agente del Ministerio Público (AMP) recae la competencia de:

conducir la investigación, coordinar a los Policías y a los servicios periciales 
durante la investigación, resolver sobre el ejercicio de la acción en la forma 
establecida por la ley y, en su caso, ordenar las diligencias pertinentes y útiles 
para demostrar, o no, la existencia del delito y la responsabilidad de quien lo 
cometió o participó en su comisión (artículo 127, CNPP).

El AMP tiene diversas facultades en las que es indispensable que esté 
sensibilizado en materia de género, tales como:

—— Recibir las denuncias y querellas sobre hechos que puedan cons-
tituir algún delito. La sentencia de Campo Algodonero evidenció 
que “[t]anto los representantes del Estado como de entidades no 
estatales señalaron que las autoridades de Ciudad Juárez solían des-
echar las denuncias iniciales, manteniendo que la víctima habría 
salido con un novio y no tardaría en volver al hogar”.31 Los AMP 
deben conocer de la existencia y contenido del Protocolo Homolo-
gado para la búsqueda de personas desaparecidas y la investigación 
del delito de desaparición forzada,32 que detalla los mecanismos de 

“a) Prestar protección y auxilio inmediato, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles;

b) Informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en su favor se establecen;
c) Procurar que reciban atención médica y psicológica cuando sea necesaria, y
d) Adoptar las medidas que se consideren necesarias, en el ámbito de su competencia,

tendientes a evitar que se ponga en peligro su integridad física y psicológica”.
31		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso González y otras (“Campo Algodonero”) 

vs. México, sentencia del 16 de noviembre de 2009, párrafo 147.
32		 PGR et al., Protocolo homologado para la búsqueda de personas desaparecidas y la 

investigación del delito de desaparición forzada, México, Procuraduría General de la Repú-
blica, junio de 2015, disponible en: http://www.pgr.gob.mx/que-es-la-pgr/PGR_Normateca_Sus-
tantiva/Protocolo%20Desaparici%C3%B3n%20Forzada.pdf, URL consultado el 1 de noviembre 
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búsqueda inmediata y urgente, así como las acciones ministeriales 
urgentes que deben llevarse a cabo. En la actualidad es bien sabido 
que las primeras veinticuatro horas son fundamentales en la inves-
tigación y hacen la diferencia entre encontrar o no a una víctima.

—— La investigación. Si la investigación no se hace con una perspectiva 
de género, es muy probable que la conducta delictiva en contra de 
una o varias mujeres se quede en la impunidad, o que en caso de que 
sea una o varias las mujeres las imputadas, las consecuencias jurí-
dicas vayan más allá de lo indispensable. No pueden ser otros los 
resultados, cuando se intenta aplicar a rajatabla un sistema que ha 
sido elaborado desde la óptica masculina y para su único beneficio. 
Por eso se han hecho esfuerzos en los últimos años de elaborar di-
versos protocolos que orienten a las y los ministerios públicos y sus 
auxiliares la forma de investigar con perspectiva de género. A nivel 
federal existen ya varios protocolos que guían la actuación de los 
AMP frente a grupos a los que se reconoce que históricamente y de 
manera consuetudinaria se les han vulnerado sus derechos, por lo 
que requieren de una atención especial; de lo contrario, se violenta-
ría el principio de igualdad y, por tanto, se les discriminaría. Hasta 
noviembre de 2016 se han emitido los siguientes:

• Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con
perspectiva de género para el delito de feminicidio;33

• Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con
perspectiva de género para la violencia sexual;34

• Protocolo homologado para la búsqueda de personas desapare-
cidas y la investigación del delito de desaparición forzada;

• Protocolo para atender la violencia política contra las mujeres;35

de 2016. En la elaboración de este Protocolo participaron autoridades de la PGR, de las 
procuradurías estatales y del, entonces, Distrito Federal.

33		 PGR, Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con perspectiva de gé-
nero para el delito de feminicidio, Procuraduría General de la República, 1 de septiembre 
de 2015, disponible en: http://http//www.pgr.gob.mx/que-es-la-pgr/PGR_Normateca_Sustantiva/
Protocolo_Feminicidio.pdf, URL consultada el 30 de octubre de 2016.

34		 PGR, Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con perspectiva de 
género para la violencia sexual, Procuraduría General de la República, 30 de diciembre 
de 2015, disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/51043/Protocolo_inv_
con_pg_para_la__violencia_sexual.pdf, URL consultado el 30 de octubre de 2016.

35		 TEPJF, Protocolo para atender la violencia política contra las mujeres, Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial Federal, México, 2016. En este Protocolo se fija la actuación de diver-
sas instancias, entre ellas la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), la Comisión 
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• Protocolo de actuación ministerial para la atención de niñas,
niños y adolescentes migrantes no acompañados;36

• Protocolo para el uso de procedimientos y recursos para el res-
cate, asistencia, atención y protección de víctimas de trata de
personas.37

A manera de ejemplo, a fin de que las y los AMP federal den cumpli-
miento al artículo 5o., fracción XV, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de la República38 —que les mandata a aplicar la perspectiva de 
género con la debida diligencia, la conducción de averiguaciones previas 
y procesos judiciales relacionados, entre otros con violencia de género— el 
Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con perspectiva de 
género para la violencia sexual indica que las obligaciones que deben cum-
plir en la investigación de estos casos son:

—— Capacitarse en perspectiva de género.
—— Identificar las necesidades de las víctimas. Prestar atención a las 

características y gravedad del caso.
—— Cuando comparezca a una víctima de violencia sexual, la o el 

AMPF deben tener en cuenta que la víctima puede transitar por un 
estado de shock o manifestar un síndrome de estrés pos violación, y 

Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) y la Fiscalía 
Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA), 
dependiente de la Procuraduría General de la República.

36		 PGR, Protocolo de actuación ministerial para la atención de niñas, niños y adoles-
centes no acompañados, Procuraduría General de la República, México, enero 2016, dis-
ponible en: http://www.pgr.gob.mx/que-es-la-pgr/PGR_Normateca_Sustantiva/Protocolo%20ni%C3 
%B1os%20 migrantes.pdf, URL consultado el 1 de diciembre de 2016.

37		 SEGOB, Protocolo para el uso de procedimientos y recursos para el rescate, asistencia, 
atención y protección de víctimas de trata de personas, Secretaría de Gobernación, México, 
10 de diciembre de 2015, disponible en: http://www.gob.mx/segob/documentos/protocolo-para-el-
uso-de-procedimientos-y-recursos-para-el-rescate-asistencia-atencion-y-proteccion-de-victimas-de-trata-de-
personas, URL consultado el 1 de diciembre de 2016.

38		  Dicha fracción establece que corresponde a la PGR:
“XV. Especializar a las y los agentes del Ministerio Público, peritos, policías federales 

ministeriales y en general al personal que atiende a víctimas de delitos, a través de programas 
y cursos permanentes en:

a) Derechos humanos y género;
b) La aplicación de al perspectiva de género en la debida diligencia, la conducción de ave-

riguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia de género 
y feminicidios;

c) Incorporación de la perspectiva de género en los servicios periciales;
d) Eliminación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres.”
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que ello se caracteriza por desorganización en todos los aspectos de 
su vida y de sus pensamientos, que en esas condiciones no desea ser 
cuestionada ni recordar los hechos.

—— Por ello, el personal deberá actuar con paciencia y calma, hablar 
con lenguaje claro, sencillo y mostrar interés por lo que manifiesta 
la víctima. Dar oportunidad a que la ésta vaya comprendiendo lo 
que se le dice y haga preguntas.

—— Respetar el derecho que tiene la víctima de interrumpir su decla-
ración cuantas veces sea necesario, reiniciándose cuando esté lista 
para contestar.

—— No coaccionar a la víctima por las declaraciones vertidas.
—— Entrevistar a las víctimas en un lugar privado y procurar que esté 

siempre acompañada de la persona que ella elija.
—— Brindar de inmediato apoyo y contención. En circunstancias como 

las señaladas en el párrafo anterior, el personal actuante deberá 
hacer uso de los servicios institucionales de contención y manejo 
de crisis, brindar a las víctimas sin ninguna dilación los apoyos del 
personal en psicología especializado y consejería médica, conside-
rando que es prioritario este aspecto antes de que comparezca ante 
el AMPF; en estos casos siempre es importante actuar conforme a 
la decisión informada de la víctima.

—— Actitud del personal en el primer contacto. En el primer contac-
to con la víctima, el personal ministerial, policial y pericial deberá 
mostrar respeto, presentarse debidamente con nombre, identificar-
se y explicar cuál es el motivo de la intervención o diligencia, cómo 
lo hará, cuál es el valor de esa diligencia para la investigación, y en 
todo, caso reiterar que está para servir y apoyar a las víctimas.

—— Es necesario obtener el consentimiento para todas las diligencias a 
realizar, por lo que es importante que la estrategia de investigación 
incluya un método en el que la víctima no repita una y otra vez 
los hechos de la violencia sexual que vivió; es responsabilidad del 
AMPF establecer las condiciones para que la narración de los he-
chos se realice sólo una vez.

—— El personal ministerial, policial y pericial deberá comprender que 
todas sus actuaciones, expresiones, lenguaje y actitudes en presencia 
de la víctima deben ser cuidadas con el fin de ayudarle a recuperar 
la perspectiva de la experiencia sufrida y aporte información nece-
saria para la investigación.
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—— Por eso es que se debe garantizar la declaración y presencia de la 
víctima en las diligencias en condiciones especiales de protección y 
cuidado.

—— Decretar las medidas emergentes, de protección o cautelares, con-
forme a la Ley General de Víctimas.39

Estos procedimientos, casi de sentido común, diría yo, son claves indis-
pensables que previenen la doble victimización y la posible violación a los 
derechos humanos de las víctimas,40 cuyos efectos pueden inclusive desenca-
denar suicidios, como aconteció en el caso de Yessica Yadira.41

—— Criterios de oportunidad. Conforme al artículo 21 constitucional, 
se faculta al Ministerio Público para considerar criterios de opor-
tunidad para el ejercicio de la acción penal, que de manera gene-
ral proceden en casos en que no hubiera una grave lesión al bien 
jurídico tutelado en la norma penal ni a su titular (artículo 256, 
CNPP), por lo que no se justifica iniciar un procedimiento penal, 
lo cual resulta adecuado; sin embargo, culturalmente las violencias 
a las que sobreviven las mujeres (acosos, abusos sexuales, violencia 

39		 PGR, op. cit., pp. 22 y 23.
40		 Conviene citar el reciente caso de posible abuso sexual o violación de varios niños y 

niñas de entre dos y cinco años de edad en el Colegio Matatena en la Ciudad de México. El 
abogado de las familias ha denunciado que el personal que realizó las pruebas psicológicas 
a las posibles víctimas no estaba capacitado, ya que además de hacerlos esperar hasta casi 
diez horas para realizarse cada prueba, “los exámenes consistieron en una sesión de 20 mi-
nutos en la que se les preguntó a los menores ‘Quien te tocó?’, ‘¿Qué pasó en la escuela?’, 
‘Te tocaron?’” [Cobos, Adriana, “Padres de kínder Matatena piden a PGJDF investigar a 5 
maestras”, Milenio, Ciudad de México, 24 de abril de 2016].

41		 En 1997 en la capital de Durango Yéssica Yadira Díaz Cazares, una niña de dieciséis 
años fue llamada después de dos meses de haber sido violada por tres individuos, se atrevió 
—después de haber intentado suicidarse en dos ocasiones cortándose las venas— en primera 
instancia a decírselo a su familia conformada por su madre y hermana, y a denunciar los 
hechos ante la Procuraduría de Justicia del estado. Su coraje ante los hechos aumentó y se 
convirtió en impotencia al ser detenidas ilegalmente (inclusive fue detenida la sobrina de 
Yéssica Yadira de dos años de edad) por las supuestas lesiones que la madre de esta chica 
le había inferido al victimario. Las diligencias a las que Yadira fue sometida como la con-
frontación, en la que sin una cámara gessel de por medio tuvo que identificar a su violador 
tocándolo, así como los exámenes químico-toxicológicos que le tomaron para determinar si 
era consumidora de alguna droga y de este modo desvirtuar el dicho de la víctima, llevaron a 
Yéssica Yadira a presentar tal estado de ánimo que volcó todo su coraje y frustración contra 
ella misma y, después de dos meses de iniciada la indagatoria, esta niña decidió quitarse la 
vida con una sobredosis de medicamentos [Santillán, Iris, Violación y culpa, México, Ubijus, 
pp. 145 y 146].
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familiar entre otras) son vistas frecuentemente como casos menores. 
Por fortuna, el artículo 256 del CNPP prohíbe la aplicación de estos 
criterios “en los casos de delitos contra el libre desarrollo de la per-
sonalidad [y] de violencia familiar”.

Se hace notar que en el antes referido Acuerdo COCO/
XV/003/15 no se incluye como indicador el número de acuerdos 
de criterios de oportunidad dictados por los agentes del MP ni el 
tipo de caso en el que se determinó, datos indispensables para eva-
luar el comportamiento de los operadores sociales de las institucio-
nes de procuración de justicia y detectar si se están o no dictando 
este tipo de salidas en materia de violencia en contra de las mujeres, 
lo cual es contrario a la normatividad y pone en riesgo a las mujeres 
víctimas de este tipo de ilícitos.

—— Acuerdos reparatorios. Uno de los procedimientos más novedosos 
que contiene el nuevo sistema de justicia penal es, sin duda, los 
mecanismos alternativos de solución de controversias, para lo cual 
el constituyente llevó a cabo diversas reformas al el texto constitu-
cional:

• En el artículo 17 de la CPEUM se introdujo un párrafo que
establece que “Las leyes preverán mecanismos alternativos de
solución de controversias. En la materia penal regularán su apli-
cación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los ca-
sos en los que se requerirá supervisión judicial”.

• En el apartado A del artículo 20 se adicionó la fracción VII:
“Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista
oposición del inculpado, se podrá decretar su terminación an-
ticipada en los supuestos y bajo las modalidades que determine
la ley…”.

El CNPP determina como soluciones alternas del procedimiento penal 
[i] el acuerdo reparatorio, y [ii] la suspensión condicional del proceso. Con-
forme al artículo 186 del CNPP, los acuerdos reparatorios “son aquellos ce-
lebrados entre la víctima u ofendido y el imputado que, una vez aprobados
por el Ministerio Público o el Juez de control y cumplidos en sus términos,
tienen como efecto la extinción de la acción penal”.

El artículo 187 del CNPP establece de manera puntual los casos en que 
proceden los acuerdos reparatorios: [i] delitos que se persiguen por quere-
lla; [ii] delitos culposos, y [iii] delitos patrimoniales cometidos sin violencia 
sobre las personas. El artículo establece que este tipo de acuerdos no pro-
cederán “en los casos en que el imputado haya celebrado anteriormente 
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otros acuerdos por hechos que correspondan a delitos dolosos, salvo que 
hayan transcurrido dos años de haber dado cumplimiento al último acuer-
do reparatorio, o se trate de delitos de violencia familiar o sus equivalentes 
en las Entidades Federativas”, medida acorde con una política criminal que 
reconoce la desigualdad de fuerzas que existe en una relación familiar en la 
que hay violencia.

Es importante estar alertas, en razón de que el Congreso está discutien-
do una miscelánea penal en la que se pretende reformar, entre otros ordena-
mientos, la última parte del artículo 187, para quedar de la siguiente mane-
ra: “No procederán acuerdos reparatorios en los casos en que el imputado 
haya celebrado anteriormente otros acuerdos por hechos que correspondan 
a los mismos delitos dolosos, salvo que se trate de delitos de violencia fami-
liar o sus equivalentes en las Entidades federativas”,42 cuya redacción abre 
la puerta para interpretar justamente que sí proceden este tipo de acuerdos 
en caso de violencia familiar.

Artículo 187 vigente Artículo 187 propuesta

No procederán los acuerdos reparatorios 
en los casos en que el imputado haya 
celebrado anteriormente otros acuerdos 
por hechos que correspondan a delitos 
dolosos, salvo que hayan transcurrido 
dos años de haber dado cumplimiento 
al último acuerdo reparatorio, o se trate 
de delitos de violencia familiar o sus 
equivalentes en las Entidades federativas.

No procederán los acuerdos reparatorios 
en los casos en que el imputado haya 
celebrado anteriormente otros acuerdos 
por hechos que correspondan a los 
mismos delitos dolosos, salvo que se trate 
de delitos de violencia familiar o sus 
equivalentes en las Entidades federativas.

Por otra parte, el Informe que el CIDAC ofrece permite calcular que 
el 53.65% de los casos que terminan por vías diferentes al juicio oral son 
sobreseídos.43

IV. La defensoría pública

Es una realidad que son las mujeres quienes viven de manera más grave la po-
breza. También es una verdad, como lo develó hace un par de décadas Elena 
Azaola, que cuando una mujer es alcanzada por el sistema de justicia penal 

42		 Comunicación personal del maestro Gabriel Regino García del 1o. de mayo de 2016.
43		 CIDAC, op. cit., p. 25.
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como probable responsable de algún delito, generalmente es abandonada 
por la familia,44 y se queda sin redes de apoyo que la auxilien en lo que impli-
ca verse involucrada en casos como este, por lo que su derecho a la defensa 
se ve satisfecha generalmente por abogados/as de la defensoría pública, ins-
tancia que probablemente representa el eslabón más débil de todo el proceso 
penal,45 si se considera que, como afirmó Emilio Álvarez Icaza en 2012, siete 
de cada diez personas sentenciadas no ven jamás a su defensor/a de oficio.46 
El anterior sistema penal se caracterizaba porque los(as) defensores(as) públi-
cos obtenían sueldos inferiores a los que recibían los AMP, y no había una 
homologación en la adscripción dentro de la estructura orgánica de los pode-
res, pudiendo pertenecer al Poder Ejecutivo, al Poder Judicial, y, las menos, 
tenían cierto nivel de autonomía.47 Actualmente, el artículo 17 constitucional 
manda que “[l]as percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a 
las que correspondan a los agentes del Ministerio Público”.

Un dato preocupante que aporta el Informe del CIDAC es la inequidad 
en los recursos financieros que esta instancia tiene para la implementación 
del NSJP. Esto impacta en el número de defensores públicos penales que 
existen. Así, los extremos son Nayarit en donde hay 7.08 defensores por 
cada cien mil habitantes, mientras que en Jalisco sólo hay .24. Coahuila, 
por ejemplo, que tiene 1.85 defensores por cada cien habitantes, cuenta con 
diecinueve defensores penales, quienes atienden 258 averiguaciones previas 
al año,48 carga de trabajo que hace materialmente imposible una defensa 
seria, profesional y eficaz.

Resulta fundamental que exista el número suficiente de defensores(as) 
públicos con una sólida formación en teoría del delito, perspectiva de gé-

44		 Azaola, Elena y Yacamán, José, Las mujeres olvidadas. Un estudio sobre la situación actual de 
las cárceles en la República Mexicana, México, CNDH-Colmex, 1996; Azaola, Elena, Plaza y 
Valdés-CIESAS, México, 1996.

45		 Raphael, Ricardo, Op. Cit., p. 37.
46		 Álvarez, Emilio, Entrevista para la elaboración del reporte sobre la discriminación en México, 

México, Conapred, citado en Raphael, Ricardo, op. cit., p. 37.
47		 Torres Estrada afirma que la mayoría de las defensorías penales públicas se encuentran 

adscritas al Poder Ejecutivo (Aguascalientes, Guerrero, Distrito Federal, Tabasco, entre otras); 
bajo el segundo esquema se encuentra las defensorías de los estados de Oaxaca, Quintana 
Roo y Veracruz, entre otras y, finalmente ejemplos del tercer esquema lo representan el Insti-
tuto de la Defensoría Pública del Estado de México, desconcentrado de la Secretaría General 
de Gobierno del Edo. de México, y el Instituto de Defensoría Pública de Nuevo León, con 
personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía financiera, técnica y de gestión [To-
rres, Pedro, Los límites y controles institucionales en el nuevo sistema de justicia penal mexicano, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, p. 23, disponible en: http://biblio.juridicas.unam.
mx/revista/pdf/ReformaJudicial/18/pjn/pjn2.pdf, URL consultado el 2 de mayo de 2016].

48		 CIDAC, op. cit., pp. 44-49.
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nero y derechos humanos; de lo contrario, se seguirán reproduciendo los 
antiguos vicios en los que el(la) defensor(a) se hacía cómplice en la indefen-
sión de los(as) indiciados(as) o procesados(as) haciendo nugatorio el derecho 
humano a la defensa jurídica.49

V. Asesores jurídicos de víctimas

Acorde con el apartado C del artículo 20 constitucional, la Ley General de 
Víctimas (LGV)50 tiene entre sus objetivos “garantizar un efectivo ejercicio 
del derecho de las víctimas a la justicia en estricto cumplimiento de las 
reglas del debido proceso” (artículo 2o.), para lo cual serán asesoradas y re-
presentadas por un asesor jurídico (artículo 12, fracción IV), reconociendo 
“la existencia de grupos de población con características particulares o con 
mayor situación de vulnerabilidad en razón de su edad, género, preferencia 
u orientación sexual, etnia, condición de discapacidad y otros” (artículo 5o.)
por lo que la atención que se brinde —a través de las comisiones de atención a
víctimas estatales y de la Ciudad de México y la Comisión Ejecutiva de Aten-
ción a Víctimas (CEAV)— debe llevar un enfoque diferencial y especializado.

Preocupa en este punto la brecha que existe entre el ser y el deber ser, 
ya que de acuerdo con el Informe de CIDAC, de los veintisiete estados que 
proporcionaron información,51 sólo en catorce de ellos se cuenta con una 
delegación de este organismo, siendo hasta febrero tan sólo 65 los asesores 
jurídicos quienes llevan esa función.52 A nivel local, los mismos veintisiete 
estados manifestaron contar con una oficina para la asesoría jurídica de las 
víctimas. El CIDAC corroboró que en veintidós entidades se había creado, 
al menos formalmente, una comisión estatal de atención a víctimas, aunque 
no pudieron confirmar su operación. Al igual que a nivel federal, existe 
un déficit de asesores jurídicos, situación que se agrava si se considera que 

49		 Conviene ver el documental de Concepción Núñez, Deshilando condenas, bordando liberta-
des, México, Inmujeres, 2004, disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=pVq7SnSJTWk, 
URL consultado el 2 de diciembre de 2016.

50		 Publicada en el DOF el 9 de enero de 2013, última reforma publicada el 3 de mayo de 
2013.

51		 La Ciudad de México y los estados de Chiapas, Baja California, Chihuahua y Nayarit 
no proporcionaron información a la SETEC, por lo que no fueron contabilizados en el estu-
dio [CIDAC, op. cit., p. 51].

52		 Es importante considerar que por la naturaleza de la competencia, generalmente los 
delitos federales no tienen víctimas. Aún así, la CEAV ha proyectado contar con 1,572 ase-
sores jurídicos, lo que significa que en tres meses sólo tienen un avance de 4.2% en esa acti-
vidad [CIDAC, op. cit., p. 52]
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a diferencia de aquellos ilícitos, en la mayoría de los que corresponden al 
fuero común, siempre hay al menos una víctima.53 La inequidad es clara si 
se considera que en las trece entidades que proporcionaron este dato se su-
man 697 defensores públicos, frente a 207 asesores jurídicos, por ejemplo, 
en Michoacán hay 131 defensores públicos y tan sólo dos asesores jurídi-
cos.54 Es muy probable que la falta de asesoría jurídica afecte de manera sus-
tantiva a las mujeres víctimas de violencia, quienes por su condición requie-
ren que se materialice el derecho que la ley les ha otorgado, de lo contrario, 
se les sitúa en un plano que las hace más vulnerables, siendo el Estado con 
sus omisiones ahora el que las sobrevictimiza.

Otra cuestión es el profesionalismo con el que las(os) defensores jurídi-
cos de las víctimas realicen su trabajo. En un trabajo realizado en España 
(específicamente Barcelona y Madrid) se hace notar que la mayoría de las 
veces la intervención de estas(os) profesionales “se reduce a, tras una ex-
plicación somera del proceso, aconsejarles que no declaren o que traten 
de pactar con el agresor. Destaca, así mismo, la falta de implicación para 
preparar el juicio con anticipación y una escasa actividad a la hora de pedir 
la práctica de pruebas que logren acreditar la violencia sufrida”.55 Se hace 
indispensable la creación de un sistema de evaluación cualitativa del servi-
cio que se presta, junto con un modelo de incentivos para quienes hagan su 
trabajo de manera adecuada.

VI. Poder Judicial/tribunales/jueces

Hace algún tiempo ya se hablaba de la necesidad de incorporar mujeres en 
los tribunales, como una forma de feminizar la justicia. En las últimas dé-
cadas, el número de mujeres que integran los tribunales en el país se ha ido 
incrementando. Por ejemplo, si se toma como referencia el Poder Judicial 
Federal, se destaca que en 1970 no había una sola jueza de distrito, en tanto 
que para 2000 ocupaban ese cargo 46 mujeres, que representaban el 21.5% 
del total de plazas.56 Para 2014 de un total de 395 jueces de distrito, sólo 96 
eran mujeres, y los restantes 299 hombres.

53		 A excepción de los delitos contra la salud, que también conocen los tribunales locales.
54		 CIDAC, op. cit., p. 54.
55		 Naredo, María et al., “La utilización de justicia penal por parte de mujeres que enfren-

tan la violencia de género en España”, en Bodelón, Encarna, Violencia de género y las respuestas 
de los sistemas penales, Buenos Aires, Ediciones Diderot, 2012, p. 73.

56		 Fix-Fierro, Héctor y López Ayllon, Sergio, Del gobierno de los abogados al imperio de 
las leyes. Estudios sociojurídicos sobre educación y profesión jurídicas en el México contem-
poráneo, México, UNAM, 2006, p. 581.
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Fuente: Ramírez, Fernando, El Financiero, 20 de mayo de 2014.

Conforme el cargo es más alto, el número de mujeres disminuye. En el 
mismo año, del total de 740 magistraturas de circuito, solamente 130 esta-
ban ocupadas por mujeres, y 610 por hombres,57 y sólo había dos ministras 
—la ministra Olga Sánchez Cordero, quien impulsó de manera compro-
metida la transversalización de género en el quehacer judicial, y la ministra 
Margarita Luna Ramos—. En 2014, en el Consejo de la Judicatura Federal 
no había una sola mujer,58 situación que ha cambiado, ya que de siete Con-
sejeros, dos son mujeres (lo que representa el 28.5%).

Fuente: Ramírez, Fernando, El Financiero, 20 de mayo de 2014.

57		 Ramírez, Fernando, “Sólo 5% de mujeres que laboran en el PJF son juezas, magistra-
das o ministras”, El Financiero, 21 de mayo de 2014, disponible en: http://www.elfinanciero.com.
mx/politica/trato-disparejo-para-las-mujeres-en-poder-judicial.html, URL consultado el 4 de mayo de 
2016.

58		 Actualmente, siguen siendo dos ministras. La ministra Olga Sánchez Cordero se jubi-
ló, y en su lugar fue designada la ministra Norma Lucía Piña Hernández.
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Actualmente el Pleno de la Corte sigue conformado por sólo dos minis-
tras: Margarita Luna Ramos y Norma Lucía Piña Hernández.

Es importante considerar que el hecho de que más mujeres ocupen car-
gos en el poder judicial no significa que estén sensibilizadas y sean conoce-
doras en la aplicación de la perspectiva de género al momento de juzgar, ni 
siquiera que haya cierta empatía en casos en que las mujeres están involu-
cradas como víctimas o responsable de algún ilícito, ya que como lo afirman 
Bergalli y Bodelón

lo característico de este colectivo es la no identificación entre la experiencia 
personal como mujeres y su trabajo profesional…el desempeño profesional 
del papel de juez, implica para ellas la asunción de ciertos valores como los 
de neutralidad ante el sexo del acusado, que excluye la incorporación en el 
proceso de su experiencia como sujetos sexuados, como mujeres.59

Hasta hace un par de años era manifiesta la clara resistencia por parte 
de las y los juzgadores a tranversalizar su ejercicio judicial con el género, 
como quedó demostrado en el diagnóstico que llevó a cabo Epadeq a die-
cisiete tribunales superiores de justicia, en el que, a través de grupos focales 
jueces, juezas, magistrados y magistradas manifestaron respecto a este tema 
cosas como las siguientes:

Creo que no sería correcto [aplicar la perspectiva de género] porque no res-
petaríamos ese principio de una igualdad procesal (mujer).

Todos son iguales, el hombre y la mujer son iguales ante la ley. Como seres 
humanos. Parejitos (mujer).

Es que nuestra misma función implica un trato igualitario. Ser hombre, 
mujer, pobre, rico, etcétera (mujer).

Aquí se toma exactamente un hombre, una mujer, si es demandada. Se 
juzga exactamente igual. No es como que “pobrecita porque la detuvieron” o 
“pobrecita porque le deben”. Es exactamente igual. En materia penal es muy 
cierto que hay algunos que se consideran que los cometen los hombres, se ve 
muy mal que sea una mujer la acusada o la inculpada. Se le sanciona exacta-
mente igual, no es que se le dé preferencia, no es que se le dé más a la mujer 
o menos, yo estoy conforme. O sea, no noto ninguna diferencia (mujer).

En el caso concreto de la función jurisdiccional no hay una distinción de
género, en términos particulares sí se toma mucho en cuenta, por lo que ya 
comentaban. Pero aquí no vemos si es hombre o mujer. Aquí se administra 
justicia con las reglamentaciones que cada ley contiene, no creo que se les 
haga más caso a los hombres que a las mujeres (hombre).

59		 Bergalli y Bodelón, op. cit., pp. 102 y 103.
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Inclusive aquí con nosotros, en el Tribunal, dentro de la administración 
de justicia [se cuenta con] la perspectiva de género… por eso debemos tratar 
igual a todos. Independientemente de si son hombres o mujeres (hombre).60

A partir de éste y otros diagnósticos, en 2013 la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación publicó el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Géne-
ro, 61 que constituye una herramienta imprescindible para quienes imparten 
justicia, ya que ofrece claves para identificar y evaluar diversos indicadores 
que han pautado una aplicación sexista de lo que se denomina justicia.

Aunque formalmente el Protocolo no es de aplicación obligatoria por 
ser sólo una guía para juzgar con perspectiva de género, es importante lla-
mar la atención de que recién el 15 de abril de 2016 se acumularon cinco te-
sis de jurisprudencia en el mismo sentido, lo que conformó la jurisprudencia 
constitucional62 “Acceso a la justicia en condiciones de igualdad. Elementos 
para juzgar con perspectiva de género”, la cual se convierte en obligatoria. 
El contenido de esta jurisprudencia es el siguiente:

Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discri-
minación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe 
impartir con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implemen-
tarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo 
soliciten, a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad 
que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera comple-
ta e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) 
identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones 
de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; 
ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereo-
tipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja
provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de que el material
probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabi-
lidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias
para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja

60		 Epadeq, op. cit., pp. 65 y 66.
61		 SCJN, Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, México, Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, 2013, p. 8.
62		 Con fundamento en el artículo 94 constitucional, la jurisprudencia es obligatoria. El 

artículo 217 de La Ley de Amparo determina que: “La jurisprudencia que establezca la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria 
para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los Plenos de Circuito, los 
tribunales colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y 
judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos 
y del trabajo, locales o federales” (publicada en el DOF el 2 de abril de 2013).
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por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así 
como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar 
una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por 
condiciones de género; v) para ello debe aplicarse los estándares de derechos 
humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y 
niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite 
el uso basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un len-
guaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discrimi-
nación por motivo de género.63

Es evidente que cuando la Primera Sala de la SCJN se refiere a impartir 
justicia, no se limita al momento de determinar una sentencia, sino a todas 
las actuaciones judiciales, y no sólo en aquellas en las que las mujeres y/o 
niñas sean víctimas, sino también en aquellas en las que sean acusadas de 
algún ilícito. En tanto que el nuevo sistema de justicia penal contempla a 
jueces de control, de enjuiciamiento, de alzada y de ejecución, la perspecti-
va de género debe estar presente en la actuación de todos(as) quienes inte-
gran el Poder Judicial.

Uno de los beneficios de la globalización es el desarrollo de las tecnolo-
gías, que nos permite enterarnos al segundo de lo que, inclusive en los tribu-
nales, acontece en materia de género. La organización Women’s Worldwide 
desde 2009 convoca a nominar decisiones judiciales en dos categorías: la 
primera —en la que se otorga el premio Mallete— se otorga a las decisiones 
que promueven la equidad de género, mientras que la segunda se otorga a 
las decisiones que son retrógradas y discriminatorias —a éstas se les otorga 
el premio Garrote. Este año fue nominada y, finalmente ganadora del premio 
Garrote público,64 una sentencia dictada por el juez 42 de lo familiar del 
Tribunal Superior de Justicia del DF, licenciado Andrés Linares Carranza,65 
quien resolvió quitarle a una mujer de nacionalidad española la guarda y 
custodia de su hijo, motivando su decisión bajo el argumento de que ella 
no “ha cumplido con su «rol tradicional de madre»”, y le ordena asistir a 
terapia psicológica a fin de que pueda ofrecer a su hijo “cariño y amor con-
forme a las costumbres mexicanas y para que «acepte los roles tradicionales 

63		 SCJN, Acceso a la justicia en condiciones de igualdad. Elementos para juzgar con 
perspectiva de género, Reiteración (jurisprudencia constitucional), Tesis 1a/J.22/2016 (10ª), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación la Jurisprudencia constitucional el 15 de abril de 
2016.

64		 Es decir, que fue la resolución judicial más votada a través del portal electrónico, a 
diferencia que los demás premios que fueron seleccionados por un comité.

65		 Ahora magistrado.
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de género», para que así pueda «acertar» como madre en su formación y 
educación de su hijo”.66

Por fortuna, también fueron nominadas tres resoluciones judiciales para 
el Premio Mallete 2016. Sólo citaré la emitida por la hoy magistrada Paula 
María García Villegas Sánchez Cordero, quien siendo titular del Juzgado 
Segundo de Distrito en Materia Administrativa del Distrito Federal recono-
ció la tardanza en la emisión de la declaratoria de la alerta de violencia de 
género en el estado de México, lo que constituye una grave violación de los 
derechos humanos de las mujeres, por lo cual ordenó la reparación integral 
de los daños y exigió al Estado mexiquense emitir una disculpa pública por 
el retraso.67

VII. Centros de justicia para mujeres

En 2010, la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres (Conavim) —órgano desconcentrado de la Secretaría de Gober-
nación creado el 1o. de junio de 2009— puso en marcha un programa para 
crear y fortalecer centros de justicia para mujeres (CJM), con el objetivo de 
brindar atención especializada e integral en un solo lugar a las mujeres que 
viven violencia y facilitar el acceso a la justicia. Hasta agosto de 2015 se con-
taba con vientiséis CJM en diecinueve entidades federativas.

VIII. Conclusiones

Gracias a los diversos estudios y análisis que se han elaborado con perspec-
tiva de género en el campo de la procuración y la administración de justicia, 
ha quedado evidenciada la necesidad de que sus operadores no sean ciegos ni 
insensibles frente a las vivencias y experiencias que por razones de género al-
gunas —me atrevo a afirmar que un número muy importante de ellas— mu-
jeres viven en este país. Adicional a esta exigencia, se requiere conocimiento 
en la teoría de género, que ofrece claves para transversalizar las decisiones 

66		 Women’s link Worldwide, Rol de madre “tradicional”, disponible en: http://womens-
linkworldwide.org/premios/interna-caso.php?lis=1$$-42BLXgnXutpPXMBVvgB&idi= es y http://
womenslinkworldwide.org/premios/administrador/doc_casos/56cb6dc8ef546_pgja_Mexico_Pronuncia-
miento_CDDHH_CasoXimenaConstante_es.pdf, URL consultado el 6 de octubre de 2016.

67		 Women’s link Worldwide, Disculpas públicas, disponible en: http://womenslinkworldwi-
de.org/premios/interna-caso.php?lis=1$$-42BLXgnWutpPXMBVvgB&idi=es, URL consultado el 6 
de mayo de 2016.
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ministeriales y judiciales, reduciendo con ello el margen de soluciones sexis-
tas, discriminatorias e injustas, como se venía haciendo el anterior sistema.

El nuevo sistema de justicia penal oral, acusatorio y adversarial ofrece la 
oportunidad de enmendar el camino, aunque debo confesar mi pesimismo, 
basado sobre todo en considerar que quienes operarán el nuevo sistema son 
exactamente los(as) mismos(as) operadores que trabajaban en aquel, con los 
mismos pensamientos y prejuicios.

IX. Bibliografía

Amnistía Internacional, Sobrevivir a la muerte. Tortura de mujeres por policías y 
fuerzas armadas en México, Londres, Amnistía Internacional, 2016.

Azaola, Elena y Yacamán, José, Las mujeres olvidadas. Un estudio sobre la situa-
ción actual de las cárceles en la República mexicana, México, CNDH, Colmex, 
1996.

Azaola, Elena, El delito de ser mujer, México, Plaza y Valdés-CIESAS, 1996.
Bergalli, Roberto y Bodelón, Encarna, “El análisis de género en los tri-

bunales de justicia”, en Domínguez, José Luis y Ramos, Miguel Angel 
(coords.), La joven sociología jurídica en España. Aportaciones para una consolidación, 
Oñati, The International Institute for the Sociology of  Law, 1998.

Cobos, Adriana, “Padres de kínder Matatena piden a PGJDF investigar a 5 
maestras”, México, Milenio, 24 de abril de 2016.

Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia del 16 de 
noviembre de 2009 del caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México.

Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso González y otras 
(“Campo Algodonero”) vs. México, sentencia del 16 de noviembre de 2009.

Epadeq, Diagnóstico e Implementación de Acciones Básicas para la Igualdad de Género 
en la Impartición de Justicia, la Normatividad y la Cultura Organizacional en 15 Tri-
bunales Superiores de Justicia Estatales 2011-2012, México, Consejo Nacional 
de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, 
2012.

Fix-Fierro, Héctor y López Ayllon, Sergio, Del gobierno de los abogados al 
imperio de las leyes. Estudios sociojurídicos sobre educación y profesión jurídicas en el 
México contemporáneo, México, UNAM, 2006.

Galeano, Eduardo, Patas arriba. La escuela del mundo al revés, México, Siglo 
XXI, 1998.

Giddens, Anthony, Un mundo desbocado. Los efectos de la globalización en nuestras 
vidas, Madrid, Taurus, 2000.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/PiUw2c



230 IRIS ROCÍO SANTILLÁN RAMÍREZ

Hallazgos 2015: evaluación de la implementación y operación constitucional en materia 
de justicia penal, México, Centro de Investigación para el Desarrollo, A. C., 
2016.

Llamas, María Victoria y Rodríguez Ferrando, Claudia, Claudia: una 
liberación, México, Plaza y Janés, 1998.

Naredo, María et al., “La utilización de justicia penal por parte de mujeres 
que enfrentan la violencia de género en España”, en Bodelón, Encarna, 
Violencia de Género y las respuestas de los sistemas penales, Buenos Aires, Edicio-
nes Diderot, 2012.

MacKinnon, Catharine, Hacia una teoría feminista del Estado, Ediciones Cáte-
dra, 1989.

Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucre 
la orientación sexual o la identidad de género, México, Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, México, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2013.

Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres, México, Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial Federal, 2016.

Santillán, Iris, Matar para vivir. Análisis jurídico penal y criminológico con perspec-
tiva de género de casos de mujeres homicidas, México, Ubijus, 2016.

Santillán, Iris, Violación y culpa, México, Ubijus, 2013.
Raphael, Ricardo, Reporte sobre la discriminación en México. Proceso Penal, Méxi-

co, Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación-CIDE, 2012
Zaffaroni, Raúl et al., Manual de derecho penal. Parte general, Buenos Aires, 

Ediar, 2010

Legisgrafía

Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el DOF el 2 de 
abril de 2013.

COCO/XV/002/15. Acuerdo del Consejo de Coordinación para la Im-
plementación del Sistema de  Justicia Penal, por el que se aprueba que 
en todas las acciones a realizar por parte de las instituciones integrantes 
de este Consejo de Coordinación en el ámbito de su competencia y de la 
Secretaría Técnica, se considere una perspectiva de género en el nuevo 
Sistema de Justicia Penal, Publicado en el DOF el 21 de enero de 2016.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/PiUw2c



231LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO...

COCO/XV/003/15 Acuerdo del Consejo de Coordinación para la Imple-
mentación del Sistema de Justicia Penal, por el cual se aprueban los indi-
cadores para el seguimiento y evaluación del funcionamiento y operación 
del Sistema de Justicia Penal Acusatorio, elaborados por el Comité para la 
Evaluación y Seguimiento de la Implementación del nuevo Sistema, los 
cuales deberán ser actualizados semestralmente.

Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 
Materia Penal, Publicada en el DOF el 29 de diciembre de 2014.

Ley General de Víctimas, publicada en el DOF el 9 de enero de 2013, última 
reforma publicada el 3 de mayo de 2013.

SCJN, Acceso a la justicia en condiciones de igualdad. Elementos para juzgar 
con perspectiva de género, Reiteración (Jurisprudencia Constitucional), 
Tesis 1ª/J.22/2016 (10ª), publicada en el Seminario Judicial de la Federa-
ción la Jurisprudencia Constitucional el 15 de abril de 2016.

Mesografía

Núñez, Concepción, Deshilando condenas, bordando libertades, México, 
Inmujeres, 2004, disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=pVq7SnS 
JTWk, URL consultado el 2 de mayo de 2016.

INEGI, Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 2013 (EN-
CIG), disponible en: http://www3.inegi.org.mx/sistemas/tabuladosbasicos/tab-
directo.aspx?s=est&c=33663, URL consultado el 28 de abril de 2016.

PGR, Protocolo de actuación ministerial para la atención de niñas, niños 
y adolescentes no acompañados, Procuraduría General de la República, 
México, enero 2016, disponible en: http://www.pgr.gob.mx/que-es-la-pgr/
PGR_Normateca_Sustantiva/Protocolo%20ni%C3%B1os%20migrantes.pdf, 
URL consultado el 1 de mayo de 2016.

PGR, Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con perspec-
tiva de género para el delito de feminicidio, Procuraduría General de la 
República, 30 de diciembre de 2015, disponible en: https://www.gob.mx/
cms/uploads/attachment/ file/51043/Protocolo_inv_con_pg_para_la__violencia_
sexual.pdf, URL consultado el 1 de mayo de 2016.

PGR, Protocolo de investigación ministerial, policial y pericial con perspec-
tiva de género para el delito de feminicidio, Procuraduría General de la 
República, 1o. de septiembre de 2015, disponible en: http://http//www.
pgr.gob.mx/que-es-la-pgr/PGR_Normateca_Sustantiva/Protocolo_Feminicidio.pdf, 
URL consultada el 1o. de mayo de 2016.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/PiUw2c



232 IRIS ROCÍO SANTILLÁN RAMÍREZ

PGR et. al., Protocolo homologado para la búsqueda de personas desapa-
recidas y la investigación del delito de desaparición forzada, Procura-
duría General de la República, México, junio de 2015, disponible en: 
http://www.pgr.gob.mx/que-es-la-pgr/PGR_Normateca_Sustantiva/Protocolo%20
Desaparici%C3%B3n%20Forzada.pdf, URL consultado el 1o. de mayo de 
2016.

Ponce, Armando, “33 irregularidades en la condena a Elvira Luz Cruz”, 
Proceso, 21 de enero de 1984, disponible en: http://www.proceso.com.
mx/137853/33-irregularidades-en-la-condena-a-elvira-luz-cruz, URL consulta-
do el 26 de abril de 2016.

Ramírez, Fernando, “Sólo 5% de mujeres que laboran en el PJF son juezas, 
magistradas o ministras”, El Financiero, 21 de mayo de 2014, disponible en: 
http://www.elfinanciero.com.mx/politica/trato-disparejo-para-las-mujeres-en-poder-
judicial.html, URL consultado el 4 de mayo de 2016.

Redacción, “Policías del Edomex golpean y humillan a reportera de Re-
forma”, Animal Político, 30 de noviembre de 2016, disponible en: http://
www.animalpolitico.com/2016/11/policias-del-edomex-golpean-humillan-reportera-
reforma/, URL consultado el 1 de diciembre de 2016.

SEGOB, Protocolo para el uso de procedimientos y recursos para el rescate, 
asistencia, atención y protección de víctimas de trata de personas, Secre-
taría de Gobernación, México, 10 de diciembre de 2015, disponible en: 
http://www.gob.mx/segob/documentos/protocolo-para-el-uso-de-procedimientos-y-
recursos-para-el-rescate-asistencia-atencion-y-proteccion-de-victimas-de-trata-de-perso-
nas, URL consultado el 1 de mayo de 2016.

Torres, Pedro, Los límites y controles institucionales en el nuevo sistema de justi-
cia penal mexicano, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
disponible en: http://biblio.juridicas.unam.mx/revista/pdf/ReformaJudicial/18/
pjn/pjn2.pdf, URL consultado el 2 de mayo de 2016.

Voz “mujer”, Diccionario de la lengua española, disponible en: http://dle.rae.
es/?id=Q1vMnRp, URL consultado el 23 de abril de 2016.

Women’s link Worldwide, Rol de madre “tradicional”, disponi-
ble en: http://womenslinkworldwide.org/premios/interna-caso.php?lis=1$$-
42BLXgnXutpPXMBVvgB&idi= es, URL consultado el 6 de mayo de 2016.

Women’s Link Worldwide, Disculpas públicas, http://womenslinkworld-
wide.org/premios/interna-caso.php?lis=1$$-42BLXgnWutpPXMBVvgB&idi=es, 
URL consultado el 6 de mayo de 2016.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/PiUw2c




